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			PRÓLOGO A LA DÉCIMA CUARTA EDICIÓN

			Ante una nueva edición del Manual de la Parte General, destacamos que la actualización hace hincapié, básicamente, en la jurisprudencia del Tribunal Supremo recaída desde el cierre de la anterior. En el último año no se han producido grandes cambios normativos, pero sí han visto la luz diferentes sentencias que han puesto el foco en aspectos importantes del Derecho Financiero y Tributario. Fieles a nuestro compromiso inquebrantable con el rigor, hemos procedido a dar cumplida cuenta de muchas de ellas. Agradecemos a los lectores —﻿esencialmente, estudiantes de grado﻿— que sigan ahí, con el interés preciso a la hora de enfrentarse a las complejidades de dicha materia.

			Isaac Merino Jara

			Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

			Madrid, julio de 2025

		

	
		
			
			PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN

			La adaptación de las enseñanzas superiores a lo que se ha conocido como Proceso de Bolonia (homogenización de los títulos universitarios en Europa) ha conllevado, por un lado, una notable reducción de los contenidos de las distintas materias impartidas en los actuales grados y, por otro lado, un cambio en la metodología de enseñanza en la que la lección magistral ya no ocupa el lugar principal de la docencia, cobrando importancia otros recursos como la realización de trabajos y de casos prácticos, así como la búsqueda de información de los y las estudiantes. En esta nueva metodología ocupa también un lugar importante la utilización de las nuevas tecnologías. En definitiva, con la adaptación de las enseñanzas superiores el profesorado deja de ser un transmisor de conocimientos, pasando a ser un facilitador del aprendizaje autónomo del alumnado.

			Ante este nuevo panorama también surge la necesidad de adecuar los materiales docentes a sistemas de enseñanza distintos al tradicional y a los nuevos planes de estudios, lo cual nos ha llevado a un grupo de profesores y profesoras a elaborar un programa de enseñanzas que recoja las cuestiones fundamentales de la parte general del Derecho Financiero y Tributario que han de conocer los y las estudiantes que quieran obtener el título de grado en Derecho u otros afines. Hemos de advertir que se trata de una publicación diferente a los Manuales de Derecho Financiero y Tributario existentes ya en el mercado y que, por otro lado, no entra en colisión con los mismos. En este sentido, teniendo en cuenta la metodología docente de los nuevos grados, no han podido tratarse con profundidad algunas cuestiones que se incluyen en dichos manuales universitarios en la idea de que el estudio de tales aspectos —﻿en su caso﻿— sea realizado a través de los mismos.

			Así pues, la obra que ahora se presenta se ha estructurado en dieciséis lecciones1, lo cual no es en absoluto casual: el curso académico en la mayoría de universidades españolas queda habitualmente dividido en dos términos o «cuatrimestres» y, en la mayoría de los planes de estudios aprobados hasta el momento en las distintas universidades, la parte general del Derecho Financiero y Tributario ocupa uno de estos términos. Por ello mismo, y siendo así que un «cuatrimestre» viene a configurarse habitualmente por unas quince semanas lectivas, el temario se ha dividido en tantas lecciones como semanas lectivas con el objeto de que cada tema pueda ser estudiado en el espacio temporal de una semana.

			Se ha seguido básicamente el esquema expositivo previsto en la actual Ley General Tributaria: después de una primera lección dedicada al concepto y contenido del Derecho Financiero y Tributario, se analizan en primer lugar una serie de cuestiones generales referidas al instituto tributario (concepto y clases, principios constitucionales, fuentes y de aplicación de las normas tributarias); seguidamente se examina la estructura y elementos esenciales de la obligación tributaria (hecho imponible, sujeto activo y personas sujetas a la obligación tributaria, cuantificación, extinción y garantías); y, finalmente, se estudian los distintos procedimientos de aplicación de los tributos (gestión, inspección y recaudación), así como la potestad sancionadora en materia tributaria y los distintos supuestos y vías de revisión de los actos tributarios (de oficio, recursos administrativos y judiciales).

			Por otro lado, y en cuanto a la estructura de cada lección, todas ellas cuentan con los siguientes apartados:

			1) En primer lugar, el tema se inicia con una introducción en la que en pocas líneas se exponen los problemas básicos que plantea el tema desarrollado y que van a tratarse (normalmente proponiendo preguntas que se resolverán a lo largo de la lección) con el objeto de concretar el objeto de la unidad didáctica e incentivar el interés de las y los estudiantes por el tema que se inicia. En dicha introducción se indicarán los preceptos básicos de las normas tributarias que serán objeto de estudio en cada lección y cuya lectura se recomienda al alumnado antes de adentrarse en los contenidos de la misma.

			2) A continuación, se desarrolla el cuerpo de la lección, estructurado en distintos epígrafes y salpicado de ejemplos, referencias a sentencias y resoluciones administrativas sobre los temas tratados, con el objeto de acercar lo máximo posible la realidad práctica de la materia estudiada al alumnado.

			3) La lección finaliza con un resumen de pocas líneas en el que se expondrán las cuestiones más importantes de los contenidos estudiados, permitiendo de este modo fijar los conceptos más importantes que han sido tratados.

			La obra cuenta, adicionalmente, con un glosario de términos que se recoge en las últimas páginas de la edición en papel. Tal recurso docente está pensado para permitir el seguimiento de una lección sin necesidad de revisar lecciones anteriores, o —﻿incluso﻿— la alteración del orden lógico previsto por la obra para exponer los contenidos sin mermar por ello las posibilidades de entendimiento del alumnado. En definitiva, el glosario viene constituido por un conjunto de breves definiciones de términos técnicos utilizados en el texto que pretenden favorecer la comprensión de los distintos temas.

			En definitiva, en la obra que ahora se presenta hemos intentado dirigir el estudio sobre las cuestiones básicas de la parte general del Derecho Financiero y Tributario que deben conocer quienes obtengan el grado en Derecho u otro afín, si bien poniendo énfasis en una visión práctica del ordenamiento tributario, toda vez que la mayoría de las y los estudiantes que cursen la asignatura sobre la que versa este libro se dedicarán en un futuro a una actividad jurídico-profesional práctica o, al menos, de interpretación y aplicación del Derecho, en la que inevitablemente se encontrarán con la figura del tributo. Con ello hemos pretendido una labor de síntesis, acercamiento a la práctica y dinámica de aprendizaje activo que parecen demandar los tiempos que corren.

			En definitiva, estamos asistiendo a un replanteamiento, siquiera sea parcial, de la manera de transmitir los conocimientos. Ello se está traduciendo en la publicación de nuevas obras adoptadas a los nuevos enfoques, y muchas de ellas tienen carácter colectivo. Estas Lecciones se inscriben en esa línea puesto que su elaboración ha corrido a cargo de profesores y profesoras procedentes de varias universidades españolas. La realización de esta obra constituía un reto no pequeño para sus autoras y autores, dado que, por un lado, exigía una labor de síntesis notable a la hora de exponer los distintos temas, y, por otro, exigía tener presente que no solo se trata de transmitir conocimientos, sino también de potenciar la adquisición de nuevas habilidades y capacitaciones por los discentes.

			A priori, no resultaba fácil dirigir una obra de esta naturaleza, dado que las autoras y los autores imparten docencia en distintas universidades. Ello, sin embargo, al fin y a la postre no ha sido de ese modo, dado que hemos conseguido darle la vuelta a la cuestión, y lo que, como decía, podía ser un inconveniente se ha revelado como un aspecto enormemente beneficioso, dado que ello nos ha permitido poner en común las distintas experiencias que a lo largo de su trayectoria académica han ido acumulando los autores y las autoras para dar a la imprenta una obra que responde a lo que los tiempos universitarios actuales exigen.

			La obra está dirigida al alumnado, esencialmente, del grado en Derecho, pero no exclusivamente: pensamos que también puede ser útil en otras titulaciones, al menos con esa idea se ha hecho, dado que su formato es relativamente flexible como para permitir fácilmente servir de guía a la hora de impartir docencia de Derecho Tributario. La obra es un producto de autoría conjunta: las nuevas tecnologías nos han permitido intercambiarnos con relativa celeridad los distintos borradores de los dieciséis* temas que a lo largo de los últimos meses hemos elaborado para concluir con el producto que ahora se presenta al público en general. El entusiasmo de autoras y autores ha echado por tierra las dificultades que la redacción de estas Lecciones suponía. La labor de coordinación realizada por Manuel Lucas también ha resultado clave. Asimismo, el tratamiento informático de los datos que se presentan en formato digital no hubiera sido posible sin la dedicación de Tomás García Luis. Como decía, cada miembro del equipo redactor ha aportado algo en cada tema, proponiendo las correcciones oportunas para conseguir una obra homogénea. No se trata, pues, de una deslavazada reunión de lecciones, sino de una trabada exposición de materias a lo largo de dieciséis* temas elaborados con pautas comunes. Ello, sin embargo, no significa desconocer que cada autor o autora ha tenido una participación más intensa en determinadas lecciones, comenzando por la escritura del primer borrador. Así pues, quienes fueron ponentes de los distintos temas y se encargaron de la redacción final de los mismos se relacionan a continuación:

			— Introducción (Manuel Lucas Durán)*.

			— Lección 1: Derecho Presupuestario I: concepto, principios y elaboración de los presupuestos públicos. La deuda pública (Manuel Lucas Durán)*.

			— Lección 2: Derecho Presupuestario II: ejecución y control de los presupuestos públicos (Begoña Sesma Sánchez)*.

			— Lección 3: El tributo: concepto y tipos (Tomás García Luis).

			— Lección 4: Principios del ordenamiento tributario (Elena Manzano Silva).

			— Lección 5: Sistema de fuentes del Derecho Tributario (Isaac Merino Jara).

			— Lección 6: Aplicación de las normas tributarias (Manuel Lucas Durán).

			— Lección 7: La relación jurídico-tributaria (José Antonio Fernández Amor).

			— Lección 8: El ámbito subjetivo de las obligaciones tributarias (Antonio Vázquez del Rey Villanueva)*.

			— Lección 9: Elementos de cuantificación de la obligación tributaria (Tomás García Luis).

			— Lección 10: Extinción de la deuda tributaria y garantías del crédito tributario (Elena Manzano Silva).

			— Lección 11: Procedimientos tributarios: introducción y cuestiones comunes (Yolanda García Calvente).

			— Lección 12: La gestión tributaria (Mercedes Ruiz Garijo y Jesús Ramos Prieto)*.

			— Lección 13: La inspección tributaria (Mercedes Ruiz Garijo).

			— Lección 14: Procedimientos de recaudación (Juan Calvo Vérgez)*.

			— Lección 15: Infracciones y sanciones tributarias. Delitos fiscales (Begoña Sesma Sánchez)*.

			— Lección 16: Revisión en materia tributaria (Yolanda García Calvente).

			Esperamos que la obra que ahora se presenta pueda constituir una herramienta útil para la enseñanza de la parte general del Derecho Financiero y Tributario en nuestras aulas universitarias. En todo caso, será bienvenida cualquier apreciación o sugerencia que, sin duda, podrá ayudarnos a mejorar el proyecto docente emprendido.

			No queremos concluir estas líneas introductorias sin decir que los autores y las autoras dedicamos esta obra a nuestros maestros, ellos fueron quienes supieron despertar en nosotros el interés por el Derecho Financiero y Tributario, y ellos siguen siendo el faro que guía nuestras respectivas trayectorias académicas.

			Isaac Merino Jara

			Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

			Donostia/San Sebastián, julio de 2011

			

				
						1 Las partes del prólogo marcadas con un asterisco implican una modificación en la obra respecto del prólogo original. En particular, las Lecciones 8 (El ámbito subjetivo de las obligaciones tributarias), 15 (Infracciones y sanciones tributarias. Delitos fiscales), inicialmente fueron redactadas por Antonio Vaquera García, 12 (La gestión tributaria), inicialmente fue redactada por Mercedes Ruiz Garijo, y 14 (Procedimientos de recaudación), inicialmente redactada por José Antonio Fernández Amor.
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			INTRODUCCIÓN

			¿QUÉ ES EL DERECHO FINANCIERO?

			Corresponde a esta introducción determinar qué debe entenderse por Derecho Financiero y concretar cuáles son los distintos sectores de tal disciplina, los cuales constituyen a su vez diferentes conjuntos normativos.

			El Derecho Financiero puede definirse como la rama jurídica que regula un aspecto particular de la actividad de los entes públicos, cual es la actividad financiera. Por tal actividad hay que entender la realización de gastos y, paralelamente, la obtención de ingresos para hacer frente a aquellos. Por motivos analíticos y didácticos, en la organización del estudio de tales cuestiones se conforman, a su vez, subgrupos de la disciplina en tanto que comparten una serie de principios comunes.

			Debemos hacer referencia, en primer lugar, a la idea de presupuesto como planificación de la actividad financiera general de un determinado ente público y en un período de tiempo concreto, normalmente anual. La actividad financiera se planifica haciendo una estimación de ingresos y, consecuentes con tal estimación, realizando una autorización de gastos para cada ente público. Pues bien, la regulación jurídica de tal actividad vendrá estudiada por el Derecho Presupuestario.

			Por otro lado, la ordenación de la obtención de ingresos vendrá regulada por diversos cuerpos normativos, todos los cuales podrían genéricamente denominarse Derecho de los Ingresos Públicos. En función del tipo de ingresos públicos de que se trate, se estructurará un cuerpo normativo diferenciado y con regulación específica, como se verá seguidamente (Derecho Tributario cuando se obtengan tales ingresos por medio de la figura del tributo, Derecho de la Deuda Pública cuando se acuda a distintos acreedores, etc.).

			Finalmente, la ordenación del gasto público viene a su vez regulada por otro conjunto normativo que podríamos denominar Derecho de los Gastos Públicos, muy relacionado con el Derecho Presupuestario toda vez que los gastos públicos se llevan a cabo según el plan previsto en el presupuesto de cada ejercicio. En efecto, la existencia de un presupuesto del ente público constituye por lo general un requisito previo para su realización, en el sentido de que debe existir una partida presupuestaria que autorice un determinado gasto para que este cobre plena virtualidad y sea finalmente abonado. Sin embargo, la realización del gasto público va más allá que la mera previsión de gasto: como se verá, se requiere un procedimiento de reconocimiento y ejecución de la obligación pública, así como un control ex ante y ex post de tal gasto, lo cual justifica la autonomía de dicho conjunto normativo.

			En las dos primeras lecciones de este Manual vamos a examinar algunas cuestiones referidas al Derecho Financiero (y particularmente al Derecho Presupuestario y de los Gastos Públicos) citadas previamente. Ciertamente el programa de estas lecciones se ha centrado en el Derecho Tributario al entender que los problemas jurídicos a los que se enfrenta habitualmente un jurista tendrán más que ver, por lo general, con las garantías que rodean la exacción de tributos que con otros aspectos de la actividad financiera pública. Ello no obstante, una referencia a algunas otras cuestiones del Derecho Financiero se estima necesaria con el objeto de que pueda conocerse la normativa que ha de servir para resolver cuestiones jurídicas planteadas en diversos ámbitos de nuestra disciplina y que no se refieren estrictamente a la exacción de tributos.

			Así pues, dedicamos las páginas que siguen a realizar una introducción de lo que debe entenderse como Derecho Financiero y sus principales ámbitos normativos, incidiendo en cuestiones conceptuales y en la regulación jurídica básica que de las mismas se ha recogido en los textos jurídicos más relevantes de nuestro ordenamiento (principalmente Constitución y Leyes principales).

			PODER FINANCIERO Y DERECHO FINANCIERO

			Tradicionalmente se ha considerado que el Poder Financiero, esto es, la facultad que tienen los entes públicos para obtener ingresos (entre otros medios exigiendo coactivamente prestaciones monetarias a los ciudadanos) y decidir el empleo de tales recursos financieros, es una de las atribuciones básicas de un ente político soberano, así como lo son la potestad sancionadora, la posibilidad de acuñar moneda, declarar la guerra o establecer relaciones diplomáticas. De hecho, dado que la actividad financiera es consustancial a todo ente (público o privado), la ordenación de sus ingresos y gastos es un requisito de su propia existencia.

			Por ello, la vinculación con el poder político ha marcado históricamente la evolución de la rama del Derecho que se ocupa de las finanzas públicas. En definitiva, cuanto mayor fue la intervención del Estado en la realización de inversiones y prestación de servicios, mayor actividad financiera pública ha existido y, en consecuencia, más regulación jurídica se ha producido al respecto.

			Así, en la Edad Antigua la actividad pública —﻿más allá de las guerras, obras públicas, burocracia y algunas actividades de ocio y recreación para el pueblo﻿— no fue muy significativa, por lo que la financiación requerida para ello no era muy elevada, y se basaba por lo general en impuestos de capitación (per capita o cabeza de ciudadanos contribuyentes), o que gravaban el suelo, la producción agrícola o artesanal y el comercio, todo lo cual venía complementado además con los tributos exigidos a los pueblos vencidos en contiendas militares.

			Por su parte, en la Edad Media, la decadencia de la idea de Estado motivó una actividad pública raquítica muy condicionada por la institución del vasallaje de los señores feudales al rey y una atomización de la actividad financiera en cada uno de los feudos, encontrando un cierto desarrollo figuras como el pontazgo y portazgo —﻿derechos por el paso de puentes, caminos o acceso a ciudades﻿— con los que se financiaban determinadas obras públicas o servicios de seguridad, pero también otras contribuciones exigidas a los hombres libres en función de la producción, normalmente agrícola (v. gr., diezmo o décima parte de la misma). Ante tal disgregación de la actividad pública fue habitual la identificación entre patrimonio personal de reyes y señores feudales y Hacienda Pública.

			Con la crisis del feudalismo y el advenimiento del Estado Moderno, y principalmente a partir del Renacimiento, el poder público adquiere mayor relevancia y, como señalan Martín Queralt et al., ello implica la necesidad de financiar dos «nuevas» instituciones (ejército y burocracia) que requerían recursos económicos para su sostenimiento mantenido, con lo que se necesitaba reforzar la actividad financiera estatal en su doble vertiente (nuevos ingresos y control de gastos); no en vano la existencia de instituciones de rendición de cuentas públicas en los reinos de la Península Ibérica datan de los siglos xiii y xiv, como sería el caso del Tribunal de Cuentas del Rey de la Corona de Aragón, la Contaduría Mayor de Cuentas de la Corona de Castilla, la Cámara de Comptos del Reino de Navarra, etc.

			Después de la Revolución Francesa y la Ilustración, el panorama político cambió radicalmente. El tránsito a un Estado Liberal en el que la soberanía residía en el pueblo y en el cual la burguesía cobró un poder relevante, conllevó cambios financieros importantes como sería un mayor control por los representantes del pueblo de las cuentas públicas, la limitación del gasto estatal, un respeto constitucionalmente protegido a la propiedad y, como corolario de lo anterior, un férreo control parlamentario al establecimiento de tributos. En definitiva, los diputados de las cortes decimonónicas estaban preocupados por la contención financiera del gasto público y la mínima intervención del Estado en la economía, que resultaría paralelamente en la menor injerencia posible en la propiedad y el escaso desarrollo de un sistema tributario verdaderamente redistributivo.

			Sin embargo, en las primeras décadas del siglo xx y particularmente a partir de la superación de la crisis de 1929 a base de posiciones keynesianas que conllevaban una importante intervención estatal en la economía, se inició un tránsito desde el Estado Liberal a posiciones más activas del sector público en el entorno socioeconómico, provocando el advenimiento del Estado Social que fue desarrollado principalmente después de la Segunda Guerra Mundial. Con él se consolida la idea de que el poder público debe intervenir más decididamente en la economía buscando una igualdad material de los ciudadanos y con una mayor prestación de servicios que posibilite posiciones más igualitarias. A partir de este momento se incrementa la actividad financiera del Estado y, en consecuencia, cobra una mayor importancia la disciplina del Derecho Financiero como medio de regular en el ámbito público la obtención de ingresos y la ordenación de gastos con los mayores criterios de justicia posibles, de forma correlativa a una creciente necesidad de prestación de servicios a la comunidad política (educación, sanidad, Administración de Justicia, servicios sociales, etc.). Desde esta perspectiva, señala Rodríguez Bereijo que puede considerarse más progresista una determinada estructura del gasto público que beneficie a las clases más desfavorecidas de la sociedad a través de una adecuada prestación de servicios públicos y transferencias financieras que un sistema tributario en el que cada cual contribuirá según su capacidad económica: quien nada tiene en nada puede contribuir y la justicia financiera hacia tal persona no se realizará por no cobrarle tributos (lo cual va de suyo) sino que requiere de una transferencia financiera (vía monetaria o a través de servicios) que cubra sus necesidades básicas y le permita una cierta equiparación con el resto de la población. Por esta razón, la justicia en el gasto público se considera en la actualidad uno de los mayores retos que pueden lograrse desde posiciones de gobierno. Y también, como veremos, uno de los postulados más difíciles de determinar.

			Puede fácilmente deducirse de lo indicado anteriormente, que el Poder Financiero tiene un importante contenido político (e ideológico, como cualquier acción humana a la postre), toda vez que corresponde al ente público determinado por la Constitución decidir discrecionalmente, en cada caso, si realizar uno u otro gasto y, por otro lado, determinar cómo han de obtenerse los ingresos necesarios para financiar los desembolsos programados. Sin embargo, desde los procesos revolucionarios de finales del siglo xviii y el posterior constitucionalismo decimonónico que conformaron la idea de Estado de Derecho, todo poder político y actuación privada o pública se encuentran sometidos a la Ley y al resto del ordenamiento jurídico, como veremos de inmediato.

			Se ha señalado anteriormente que el Poder Financiero no puede entenderse sino indisociablemente unido a la idea de soberanía. Es más, con la estructura actual de gran parte de los Estados modernos en los que existen diversos entes territoriales descentralizados que tienen capacidad para regular sus propias finanzas —﻿en España serían el Estado, las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales﻿—, la idea de Poder Financiero debe entenderse más relacionada con las competencias financieras de los distintos entes públicos. Así, Martín Queralt et al., ha definido Poder Financiero como «el haz de competencias constitucionales y de potestades administrativas de que gozan los entes públicos territoriales, representativos de intereses primarios, para establecer un sistema de ingresos y gastos». Entre tales competencias estarían las de aprobar sus gastos públicos, acudir al crédito público (esto es, solicitar dinero en préstamo —﻿deuda pública﻿— a entidades financieras y en los mercados de capitales, aun con ciertas limitaciones), o bien aprobar tributos, siempre de acuerdo con la Constitución y las leyes, como iremos examinando.

			Por ello, y dicho todo lo anterior, recordamos que el Derecho Financiero puede conceptuarse como la rama del ordenamiento jurídico que se ocupa de regular la actividad financiera del Estado y otros entes públicos (territoriales e institucionales) tanto desde la perspectiva de los ingresos como de los gastos públicos.

			No debe confundirse Derecho Financiero con el conjunto de normas que se ocupan de las finanzas privadas, por mucho que puedan existir similitudes etimológicas: tales realidades del ámbito privado de las personas físicas y jurídicas vienen estudiadas por otras ramas del ordenamiento jurídico, y particularmente por el Derecho Civil y el Derecho Mercantil.

			También debe entenderse diferenciada nuestra disciplina de otras como la Hacienda Pública y el Derecho Administrativo.

			Por un lado, el Derecho Financiero se diferencia de la disciplina de la Hacienda Pública en que esta se dedica al análisis de la actividad financiera de los entes públicos desde una perspectiva económica, examinando entre otras la ordenación teórica de los recursos posibles, las diferentes situaciones del presupuesto de los entes públicos (déficit, superávit o equilibrio), las posibilidades de financiación de las necesidades de los entes públicos (gastos de inversión, gastos corrientes, etc.) y la valoración de cuál de ellas es preferible u óptima desde un punto de vista económico. El Derecho Financiero, sin embargo, se dedica a estudiar desde otra perspectiva (la jurídica) esa misma realidad, examinando si la actividad financiera pública cumple los límites, procedimientos y condicionantes establecidos por el Derecho. Es cierto que en un primer momento la Hacienda Pública y el Derecho Financiero tendieron a confundirse precisamente porque en España esta última disciplina se desgajó históricamente de las cátedras de Hacienda Pública existentes en nuestras universidades. Probablemente tal circunstancia ha imbuido al Derecho Financiero de una metodología que acaso no existe en otros países (en los que, a diferencia de lo que ocurre en España, se estudia casi exclusivamente la problemática jurídica que rodea a los ingresos tributarios y no tanto lo que concierne a los gastos públicos). En definitiva, son enfoques distintos que no deben confundirse, pues la Hacienda Pública puede ser estudiada desde distintas perspectivas (económica, sociológica, jurídica, etc.) y ello no implica que tales estudios correspondan a una misma disciplina científica.

			Por otro lado, aun perteneciendo al Derecho Público, nuestra disciplina se diferencia del Derecho Administrativo en función de la realidad concreta que regula: el Derecho Financiero se dedica al estudio jurídico de un específico ámbito de la actividad de los entes públicos: la actividad financiera de los mismos, mientras que el Derecho Administrativo estudia otras actividades administrativas: prestación de servicios públicos, actividades de fomento, contratación pública, potestad sancionadora, etc., además de cuestiones básicas del Derecho Público. Ello no obstante, existirán a menudo puntos comunes entre una y otra disciplina (sobre todo, en determinados ámbitos financieros que llevan a cabo las Administraciones Públicas, como son el caso de las subvenciones o la contratación administrativa), siendo así que además los principios que informan el Derecho Financiero se encuentran muy cercanos en algunos supuestos a los del Derecho Administrativo, hasta el punto de que las disposiciones generales del Derecho Administrativo (acto administrativo, procedimientos, etc.) constituyen Derecho supletorio para nuestra disciplina (arts. 7.2 LGT y 4.3 LGP).

			Decíamos anteriormente que la actividad financiera de los entes públicos está sometida al Derecho a pesar de ser una actividad esencialmente política. Ciertamente, nuestro Derecho regula distintas cuestiones relacionadas con la ordenación de las finanzas públicas en la Constitución y en las leyes. De hecho, el origen de las cortes medievales se encuentra muy relacionado con el requerimiento formulado al monarca por los distintos estamentos sociales de dar consentimiento a través de sus representantes a las cargas tributarias que el poder real pretendía imponer. Estaríamos ante los inicios de un parlamentarismo estamental a finales del siglo xii y principios del siglo xiii (v. gr., Carta Magna inglesa de 1215). Tal idea vendría a sintetizarse a mediados del siglo xviii y en el ámbito de los movimientos revolucionarios e independentistas de las colonias británicas en América, con la expresión no taxation without representation (no debe existir tributación sin representación —﻿política﻿—), principio que a su vez derivaba de la citada Carta Magna inglesa.

			Pues bien, como se irá deduciendo de las páginas de este Manual, la Constitución establece una serie de principios y límites al ejercicio del Poder Financiero por parte del Estado y de otros entes públicos que tienen atribuidas competencias financieras, principios que son posteriormente desarrollados por leyes y reglamentos, como se verá.

			INGRESOS PÚBLICOS Y DERECHO

			Ingresos públicos más habituales: una visión general

			Los entes públicos obtienen ingresos con los que harán frente a los distintos gastos públicos por diversas vías, todas ellas reguladas jurídicamente.

			La principal fuente de ingresos para los entes públicos es el tributo, que constituye además la figura esencial de financiación pública en términos cuantitativos toda vez que porcentualmente la mayor parte de los ingresos públicos provienen de dicha figura, la cual será examinada en la lección tercera de este Manual. Siguiendo a Calvo Ortega, el tributo es una prestación monetaria coactiva establecida por ley y debida a un ente público por la realización de hechos lícitos que manifiestan capacidad económica. Como se estudiará en su momento, la Constitución exige una norma con rango de ley para el establecimiento y regulación de los tributos, así como el respeto a una serie de principios jurídicos que serán examinados en la cuarta lección de este Manual, conformando todo ello lo que denominamos Derecho Tributario. Todas las cuestiones que afectan a la figura del tributo desde una perspectiva general tales como conceptos, principios, relación jurídico-tributaria, procedimientos, etc., serán objeto de desarrollo en las lecciones 3 a 16 de este Manual, nos remitimos a lo que en ellas se indicará al respecto.

			Asimismo, debe tenerse en cuenta una figura que será igualmente estudiada en la lección tercera de este Manual y que, sin tener carácter tributario, sí que constituye un recurso para los entes públicos. Se trata de los precios públicos, que podrían definirse como las contraprestaciones pecuniarias debidas a los entes públicos por prestación de servicios y actividades en régimen de Derecho Público cuando los mismos no resulten esenciales para los ciudadanos y sean prestados, además, por otros entes privados (v. gr., el pago realizado por el acceso a las instalaciones de un gimnasio municipal cuando el mismo servicio se oferta por entes privados a precios similares). En tales casos, los entes públicos concurren en competencia con otros operadores económicos y la contraprestación de tales servicios no se considera un tributo (por no ser coactiva) sino un pago voluntario al ente público por la contratación de determinados servicios que podrían haberse contratado con otro ente privado. Y no se trata de la única figura que, no siendo tributaria, se asimila bastante a un tributo: en los últimos años ha cobrado relevancia en el panorama del Derecho Financiero las llamadas «prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario» que se hicieron particularmente patentes a partir de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Ciertamente, se quería con dicha figura caracterizar determinadas contraprestaciones cobradas por entes privados concesionarios de servicios públicos, siendo así que al no satisfacerse tales cantidades a entes públicos no podían ser conceptuadas técnicamente como tributos y, no obstante, tenían un cierto halo de coactividad en la medida en que los servicios ofertados fueran de carácter esencial. Pues bien, el uso extensivo de dicha figura para fines espúreos (como, entre otros, pretender excluir ciertas obligaciones de pago del control constitucional de los principios tributarios contenidos en el art. 31.1 de nuestra Constitución) ha ocasionado que se denominen así auténticos tributos que han aparecido en los últimos años en el panorama nacional, con grave quebranto a la claridad y concisión que deberían presidir la técnica legislativa.

			Adicionalmente pueden considerarse otras figuras que acarrearán ingresos para la Hacienda Pública, entre los que estarían los ingresos patrimoniales y monopolísticos.

			Los ingresos patrimoniales son aquellos que obtiene un ente público con motivo de la gestión (explotación, enajenación) de determinados bienes de su propio patrimonio. Para determinar lo que debe entenderse por ingresos patrimoniales es preciso indicar, con carácter previo, que los entes públicos pueden ser titulares de patrimonio que gestionarán según las reglas del Derecho Privado (alquilando o vendiendo según los contratos que contempla el Derecho Civil) pero también del Derecho Público, pues no en vano están sometidos a la ley y el Derecho y, sustancialmente, cuando se autorizan determinados usos del dominio público (v. gr., concesión de licencias para el aprovechamiento del suelo o subsuelo público). En tales casos serán aplicables las limitaciones, privilegios y, en definitiva, el régimen particular contemplado por la legislación vigente y, principalmente, en la Ley 33/2003 de Patrimonio de las Administraciones Públicas, que viene a desarrollar los principios contenidos en el artículo 132 de nuestra Carta Magna. Dicho precepto recoge:

			1. La Ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación.

			2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la Ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental.

			3. Por Ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su administración, defensa y conservación.

			Sin entrar en mayores consideraciones al respecto, habría que diferenciar lo que son bienes de dominio público (afectados al uso general o al servicio público, los contenidos en el art. 132.2 de la Constitución y aquellos a los que una ley otorgue expresamente el carácter de demaniales), regidos por el Derecho Público (que provocarán por lo general ingresos tributarios —﻿tasas﻿—), y el resto de bienes públicos, que se podrán regir también por las oportunas normas del Derecho Privado, y que proveerán de ingresos patrimoniales a los entes públicos. Así, por ejemplo, si el Estado alquila un inmueble no afecto a servicio público u obtiene dividendos de acciones de empresas públicas, tales ingresos pasarán a engrosar sus arcas y se regirán por el Derecho Civil o Mercantil, además del Derecho Público que regula la producción de actos del ente público en particular. Ello no obstante, y salvo determinados Estados que han hecho de explotaciones mineras o de yacimientos de hidrocarburos un ingreso constante y fundamental para su Hacienda Pública, la mayoría de los Estados y entes públicos obtienen por esta vía unos recursos que pueden considerarse mínimos o residuales en relación con el volumen total de ingresos. Y si bien es cierto que un sector relevante de la doctrina (entre los que cabe destacar a Calvo Ortega y Simón Acosta) han entendido que los ingresos patrimoniales no pertenecen al ámbito de estudio del Derecho Financiero porque los mismos no se obtienen con el carácter esencial de financiar el gasto público sino de gestionar los bienes patrimoniales de los entes públicos, un sector mayoritario (entre los que debe citarse a Bayona de Perogordo) entiende que los ingresos patrimoniales forman parte del objeto de estudio del Derecho Financiero porque allegan recursos a las arcas públicas (más o menos, en función de la riqueza patrimonial del ente público) siendo así que por ende deben ser analizados por tal disciplina jurídica.

			Como figura cercana a la anteriormente indicada deben citarse, asimismo, los ingresos monopolísticos, que son aquellos que obtiene un ente público como consecuencia de la explotación de un monopolio fiscal, esto es, de llevar a cabo una actividad lucrativa que el propio ente se ha reservado con exclusión de otros posibles empresarios y con el fin último de percibir unos ingresos constantes a lo largo del tiempo. Históricamente son varios los monopolios que los distintos países se han reservado con tal finalidad, normalmente relacionados con la comercialización de un determinado producto o servicio (azúcar, tabaco, petróleo, teléfono, etc.). Hoy en día, el hecho de pertenecer a la Unión Europea ha provocado la práctica desaparición de los monopolios tradicionales que existían en España, dado que entrarían en colisión con el artículo 37 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. De hecho, en España solo quedan vigentes (de forma muy atemperada) el monopolio de tabacos en la venta al por menor y el monopolio de loterías.

			En el análisis de los ingresos públicos han de considerarse, adicionalmente, las subvenciones y demás transferencias realizadas por otros entes (normalmente públicos) al presupuesto del ejercicio. En efecto, en algunas ocasiones los presupuestos públicos se nutren de transferencias financieras que provienen de otros organismos. Ejemplos de ello serían los fondos de convergencia reconocidos por la Unión Europea a favor de los países con menos renta per capita (y de los que ha sido una gran beneficiaria España en décadas pasadas), los fondos de compensación interterritorial que reconoce el Estado español a las Comunidades Autónomas con menos renta, otros fondos reconocidos en los Presupuestos Generales del Estado a favor de Comunidades Autónomas y Entes Locales, o bien, por último, los fondos reconocidos a favor de tales Entes Locales por parte de algunas Comunidades Autónomas en las que se ubican, como sería el caso particular de Andalucía.

			Residualmente, pueden considerarse también como ingresos de los entes públicos las multas y sanciones cobradas por un ente público al producirse infracciones del ordenamiento jurídico. Tienen una consideración residual porque su finalidad no es primordialmente la de financiar los gastos públicos ni se rigen necesariamente por principios propios de los otros recursos que obtienen los entes públicos (v. gr., el principio de capacidad económica), si bien los ingresos que de ellos se obtienen benefician en última instancia al ente público que cobra tales multas y sanciones. No obstante todo lo anterior, tales multas pecuniarias —﻿excepto las que tienen que ver con infracciones y sanciones relacionadas con el Derecho Financiero, como sería el caso de las relacionadas con la aplicación de los tributos o la ejecución presupuestaria﻿— no son estudiadas por nuestra disciplina sino por otras (Derecho Administrativo, Derecho Mercantil, Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, etc.) al tratarse de la potestad sancionadora del Estado y otros entes públicos que no tiene una finalidad recaudatoria sino hacer cumplir el ordenamiento jurídico.

			La Deuda Pública

			Cuando el volumen de ingresos de un determinado ejercicio no alcanza a cubrir los gastos que han de realizarse en el mismo, los entes públicos pueden acudir al endeudamiento, de forma similar a como ocurre en las economías privadas, sobre todo cuando se adquieren determinados bienes de inversión cuyos beneficios se extenderán en el tiempo.

			La Deuda Pública es, pues, toda cantidad debida por un ente público a acreedores diversos, y puede contraerse bien acudiendo directamente a prestamistas institucionales (entidades financieras) o a otros inversores públicos o privados, o bien, principalmente, acudiendo a los mercados de capitales (Bolsa) a través de la emisión de bonos.

			Pues bien, el acceso a la Deuda Pública tiene una regulación jurídica en nuestro ordenamiento la cual, en los últimos tiempos, ha experimentado un desarrollo notable por la pertenencia de nuestro país a la Unión Europea y, particularmente, por la adhesión de España al euro. Así pues, la normativa europea ha establecido unas normas básicas en virtud de las cuales deben evitarse situaciones crónicas de déficit estructural, lo cual tiene como consecuencia que se limita el acceso constante al recurso de la Deuda Pública pues no deben superarse determinados límites. Por esta razón, la Unión Europea ha aprobado normativa para evitar episodios de déficit excesivo y de sobreendeudamiento crónico de los Estados, lo cual de hecho llevó a modificar en 2011 el artículo 135 de nuestra Constitución y a aprobar una Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria para recoger al máximo nivel normativo todas estas exigencias europeas de buen gobierno. Sobre ello volveremos en la primera lección de este Manual.

			Como veremos inmediatamente, los distintos entes territoriales (Estado, Comunidades Autónomas, Entes Locales), así como supranacionales (Unión Europea) pueden acudir al crédito siempre y cuando se satisfagan determinados requisitos de habilitación normativa y, en su caso, autorización.
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			Gastos Públicos y Derecho. El ciclo presupuestario

			La realización del gasto público por el Estado, Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y demás entes públicos requiere de una planificación previa y, por otro lado, de un procedimiento de gasto que acabará con controles del mismo. Es lo que se denomina ciclo presupuestario, pues la actividad financiera de los entes públicos se inicia con la aprobación de un presupuesto, se continúa con la ejecución de ese plan financiero y termina con el control de la referida ejecución presupuestaria.

			Así pues, el ciclo presupuestario es el procedimiento a través del cual se configura la previsión de ingresos y, fundamentalmente, la autorización de gastos para las distintas Administraciones Públicas y, por otro lado, se realiza el gasto programado y se controla el mismo.

			Referido ciclo presupuestario se inicia con la aprobación del presupuesto del ente público según los procedimientos que veremos en la lección primera de este Manual y se continúa con su ejecución. Corresponde a los distintos centros gestores (por ejemplo, ministerios, consejerías, etc.), esto es, a la Administración, ir realizando los gastos de acuerdo con el plan financiero anual que contienen tales presupuestos. Dicha operación se subdivide en distintas fases que se estudian en la lección segunda de este Manual y que podrían reunirse en torno a dos ideas básicas: procedimientos conducentes a la generación de la obligación pública (gasto público), por un lado, y ordenación de pagos, por otro.

			Podría entenderse que con la ejecución del presupuesto se cierra el ciclo presupuestario, una vez se ha configurado el resumen de la ejecución total del plan financiero anual. Sin embargo, el delicado equilibrio existente entre competencias atribuidas al legislativo y ejecutivo (en el ámbito estatal y autonómico) quedaría ciertamente desvirtuado si no existiera la posibilidad de control de la ejecución presupuestaria. Existen dos tipos de control: el interno, a cargo de la propia Administración que realiza el gasto público, y el externo, que es doble: el llevado a cabo por los oportunos tribunales de cuentas (Estatal, autonómico —﻿en su caso﻿—, de la UE), de carácter técnico, y por la asamblea que aprobó el presupuesto, de carácter más político. Sobre todas estas cuestiones volveremos en la lección segunda de este Manual.

			LA ESPECIAL IMPORTANCIA DEL DERECHO TRIBUTARIO COMO PARTE MÁS DESARROLLADA DEL DERECHO FINANCIERO

			Ya se ha indicado previamente que el Derecho Financiero es al Derecho Tributario lo que el todo a la parte. Ello no obstante, también se ha indicado que el Derecho Tributario ha experimentado un espectacular desarrollo si se compara con otros campos del Derecho Financiero (Deuda Pública, Derecho Presupuestario y de los Gastos Públicos, etc.) al constituir el instituto de la imposición un fenómeno de masas, en la que anualmente se encuentran implicados millones de contribuyentes y por distintos motivos (obtención de renta, venta de bienes, etc.). De tales relaciones tributarias derivan multitud de conflictos de aplicación de las normas que han de ser resueltos por la propia Administración —﻿en vía de consultas tributarias y revisión administrativa﻿— y, por otro lado, por los jueces y tribunales. Ello es debido a que existen dos intereses lógicamente contrapuestos en los sujetos que intervienen en las relaciones tributarias: por un lado, los contribuyentes intentarán aplicar la normativa reduciendo al máximo la factura fiscal que ha de resultar (por medios más o menos lícitos, como se examinará en la lección sexta de este Manual); por otro lado, las Administraciones tributarias intentarán que no se reduzcan los ingresos fiscales a través de aplicaciones enrevesadas de la norma o, directamente, por fraude fiscal. Así pues, el legislador, para solventar los problemas en la aplicación de las normas tributarias, procura ser exhaustivo en la regulación de las relaciones fiscales entre Administraciones y obligados tributarios, lo cual ha derivado en una producción normativa ciertamente notable y, paralelamente, en un casuismo de resolución de controversias elevadísimo. Por tal razón vamos a desarrollar en las lecciones 3 a 16 de este Manual, con más detalle, las cuestiones referidas a la aplicación de los tributos por encima de otras cuestiones relevantes del Derecho Financiero que, siendo importantes, suelen conllevar menores conflictos jurídicos.

			COMPETENCIAS FINANCIERAS DE LOS DISTINTOS ENTES PÚBLICOS

			Antes de concluir esta introducción nos ha parecido oportuno, para dar una visión general de la disciplina, aludir a las competencias financieras de los distintos entes públicos distintos al Estado, a lo cual dedicamos unas líneas finales. Ello se debe a que la regulación jurídica de la actividad financiera del Estado es ciertamente relevante y por ello se desarrolla acaso con mayor intensidad en este Manual. Sin embargo, la actividad financiera de otros entes distintos al Estado tiene una regulación específica e importancia notable que merece una mención particular.

			Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales

			La Constitución y las leyes fijan determinadas competencias financieras que pueden ser ejercidas por las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales, y ello tanto en el ámbito de los ingresos públicos ordinarios (y particularmente en relación con los tributarios, que son los más relevantes) como en el ámbito de los gastos públicos. Tales entes territoriales se encuentran —﻿como no podía ser de otra forma﻿— sometidos al Derecho Financiero, el cual fija el devenir de su actividad financiera pública.

			Así, por un lado, las Comunidades Autónomas gozan de «autonomía financiera para el desarrollo de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y la solidaridad de todos los españoles» (art. 156.1 CE).

			Dicha autonomía financiera conlleva, por un lado, la posibilidad de aprobar sus propios presupuestos por ley autonómica y de acuerdo con la regulación prevista en sus respectivos estatutos de autonomía y de la ejecución de los mismos conforme a la normativa aplicable (normalmente leyes autonómicas que tienen una estructura y contenido similar a la LGP). Por su parte, el control interno se ejerce por la oportuna intervención general de la Comunidad Autónoma y el externo corresponderá al Tribunal de Cuentas del Estado —﻿sin perjuicio del control ejercido por el respectivo Tribunal de Cuentas autonómico, si lo hubiere﻿— y a la asamblea legislativa autonómica. Sobre ello volveremos en las lecciones primera y segunda de este Manual.

			Pues bien, todo lo anterior no debe considerarse sino como limitaciones necesarias a la autonomía financiera de los referidos entes territoriales de acuerdo con el principio de coordinación contenido en el artículo 156 CE.

			Por otro lado, la autonomía financiera reconocida en el artículo 156 de la Constitución a las Comunidades Autónomas se refiere también a los recursos. Particularmente contempla el artículo 157 de nuestra Carta Magna lo siguiente:

			1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

			a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado, recargos sobre impuestos estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado.

			b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

			c) Transferencias de un fondo de compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los presupuestos Generales del Estado.

			d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

			e) El producto de las operaciones de crédito.

			2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

			3. Mediante Ley Orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

			Sin perjuicio de algunas cuestiones sobre las que no podemos entrar ahora por limitaciones obvias de espacio, es preciso indicar que las Comunidades Autónomas pueden acudir al crédito —﻿como se verá en la lección siguiente﻿— para financiar sus gastos, pueden obtener recursos de su patrimonio y conforme al Derecho Privado (por ejemplo, del alquiler de bienes inmuebles no demaniales cuya titularidad ostenta) o bien del Fondo de Compensación Interterritorial y otras asignaciones previstas en los PGE, que vienen a hacer efectivo el principio de solidaridad entre territorios recogido en varios preceptos de la Constitución (arts. 2, 131, 138 y 156, entre otros).

			En relación con la figura del tributo que, como hemos indicado en varias ocasiones, resulta el instrumento recaudatorio más importante de entre todos los ingresos públicos, se destacan los siguientes aspectos:
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